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El derecho a
la consulta
de los pueblos
y comunidades
indígenas
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¿Qué es la consulta?

Es el procedimiento por el cual se presenta a los 
pueblos y comunidades indígenas iniciativas, 
propuestas de planes y programas, modelos 
de políticas públicas y reformas instituciona-
les que les afectan directamente, con el propó-
sito de obtener su consentimiento o acuerdo.

El derecho a la consulta implica la obtención 
del consentimiento previo, libre e informado 
respecto de la implementación de programas, 
proyectos, reformas o modificaciones legisla-
tivas, acciones de Estado y afectación de las 
tierras y territorios, que impacte los valores y 
las prácticas sociales, culturales, religiosas y es-
pirituales de los pueblos.
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¿En qué instrumentos se reconoce
el derecho a la consulta?

En el apartado B del artículo 2o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, se establece que:

La Federación, los Estados y los Municipios, 
para promover la igualdad de oportunidades 
de los indígenas y eliminar cualquier práctica 
discriminatoria, establecerán las instituciones 
y determinarán las políticas necesarias para 
garantizar la vigencia de los derechos de los in-
dígenas y el desarrollo integral de sus pueblos 
y comunidades, las cuales deberán ser diseña-
das y operadas conjuntamente con ellos.

La fracción IX del mismo apartado establece 
de manera específica:

IX. Consultar a los pueblos indígenas en la 
elaboración del Plan Nacional de Desarrollo y 
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de los estatales y municipales y, en su caso, in-
corporar las recomendaciones y propuestas que 
realicen.

En instrumentos internacionales, como el 
Convenio 169 de la OIT, que en su artículo 
6o. indica:

Al aplicar las disposiciones del presente Con-
venio, los gobiernos deberán consultar a los pue-
blos, mediante procedimientos apropiados y a 
través de sus instituciones representativas, cada 
vez que se prevean medidas legislativas o ad-
ministrativas que les afecten directamente.

Las consultas deberán efectuarse de buena fe 
y de una manera apropiada a las circunstan-
cias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o 
lograr el consentimiento acerca de las medidas 
propuestas.
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Por su parte, el artículo 7o. indica:

Los pueblos decidirán sus propias priori-
dades en la medida en que se afecte a sus 
vidas, creencias, instituciones y bienestar 
espiritual y a las tierras que ocupan o uti-
lizan. Además, deberán participar en la 
formulación, aplicación y evaluación de los 
planes y programas de desarrollo nacio-
nal y regional, para el mejoramiento de las 
condiciones de vida, trabajo, salud y edu-
cación.

Los gobiernos deberán velar porque se 
efectúen estudios, en cooperación con los 
pueblos, a fin de evaluar la incidencia 
social, espiritual y cultural y sobre el me-
dio ambiente que las actividades de de-
sarrollo previstas puedan tener sobre esos 
pueblos, y tomar medidas, en coopera-
ción con ellos, para proteger y preservar 
el medio ambiente de sus territorios.
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¿Qué debe entenderse por
derecho a la consulta y consentimiento 

previo, libre e informado?

En el procedimiento de revisión de propuestas 
o proyectos que afecten a los pueblos indíge-
nas, se entiende que el consentimiento es el 
derecho que tienen los pueblos indígenas para 
autorizar o permitir las propuestas o proyectos 
de acuerdo con los impactos que consideren 
que afectan a sus culturas y comunidades.

El consentimiento previo, libre e informado 
no significa que el resultado de la consulta 
deba ser la autorización plena para el desa-
rrollo de los programas y proyectos que se 
proponen a los pueblos; tampoco implica 
necesariamente una negativa a los mismos.

Se dice consentimiento previo porque se re-
fiere a una autorización previa a la implemen-
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tación de cualquier acción; libre, en el enten-
dido de que debe ser una decisión plena y 
autónoma de las comunidades y sus integran-
tes, e informada porque para la toma de de-
cisiones es indispensable que se cuente con la 
información necesaria, culturalmente ade-
cuada y de acuerdo con las circunstancias, a 
fin de que la resolución sea pertinente a los 
intereses de las comunidades.

¿Cómo debe hacerse la consulta
a los pueblos indígenas?

1. Mediante una efectiva participación. 
Implica el deber del Estado de consultar 
con la comunidad, según las costumbres y 
tradiciones, para promover una comuni-
cación amplia y abierta entre las partes, y 
de vigilar que se brinde la información com-
pleta y oportuna.
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2. A través de un mecanismo adecuado. 
Equivale a contar con los métodos y proce-
dimientos que faciliten y permitan la par-
ticipación, la comunicación y el uso de los 
medios de divulgación y obtención de opi-
niones adecuadas a cada una de las cir-
cunstancias propias. En este aspecto debe 
tomarse en cuenta, por una parte, la im-
portancia de que se conozcan plenamente 
las condiciones y características culturales 
de los pueblos implicados, y, por la otra, que 
se cuente con la información especializada 
del programa, proyecto, modificación le-
gislativa o acciones que se desarrollarán.

3. A través de instituciones representa-
tivas. Cada pueblo y comunidad cuenta 
con un sistema de organización propio, con 
características específicas de cargos, fun-
ciones y nombramiento de autoridades de 
acuerdo con las formas y la cultura tradi-
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cionales. Éstas deben ser tomadas en cuen-
ta para los procedimientos y mecanismos de 
participación, así como para la toma de de-
cisiones por parte de las comunidades, ya 
que los procedimientos internos de las co-
munidades deben armonizarse con los que 
se propongan para llevar a cabo la consulta.

4. Conforme a un principio de buena fe. 
Implica que las acciones emprendidas res-
pondan a un fundamento de honestidad y 
respeto de acuerdo con las tradiciones y la 
cultura de los pueblos. El Estado está obli-
gado a velar porque esto sea ampliamente 
respetado a fin de evitar que este procedi-
miento pierda el sentido de responsabilidad 
que tiene para las decisiones en favor de 
los derechos de todos los implicados.



13

¿Cuál es el objetivo de la consulta
a los pueblos indígenas?

Obtener el consentimiento previo, libre e in-
formado de los pueblos indígenas para llevar 
a cabo programas y proyectos que afectan a 
la comunidad.

De no llegar al consentimiento, se pueden 
establecer acuerdos que favorezcan o permitan 
realizar proyectos similares, sin afectar las 
circunstancias propias de los pueblos, ya sea 
en el corto, mediano o largo plazos.

¿Qué importancia tiene la consulta
a los pueblos indígenas?

Es de alta prioridad. Implica sumar esfuerzos 
entre los actores involucrados para permitir 
que el Estado mexicano consiga los resultados 
adecuados en beneficio de una población en 
situación de vulnerabilidad, como lo es la po-
blación indígena.
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